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Las finanzas públicas en el primer trimestre de 2016 

A continuación se presenta un resumen de los principales aspectos de las finanzas públicas y del presupuesto del 

Estado en el primer trimestre de 2016, y se plantean algunas perspectivas para el resto del año.  

A. La recaudación tributaria y la SAT  

 

1. Se programó para 2016 un aumento de ingresos sin bases reales. Para el año 2016, la recaudación 

tributaria prevista en el presupuesto anual del Estado es de Q54,556 millones, similar a lo programado en el 

presupuesto para 2015, pero 9.7% mayor a lo efectivamente recaudado en ese año. Este incremento 

esperado en los ingresos es superior al de cualquiera de los 4 años del anterior período de gobierno. El 

mayor aumento fue en 2013 cuando entró en vigencia la nueva ley del impuesto sobre la renta aprobada en 

2012, y los ingresos aumentaron 8.2% respecto al año anterior. Un aumento tan importante solo será 

posible luego del saneamiento y fortalecimiento de la SAT, y no de inmediato, por lo que resulta 

injustificado y sin bases reales haberlo programado.  

 

2. El aumento en los ingresos en los primeros meses es insuficiente. En enero de 2016 los ingresos 

aumentaron 2.6% respecto a los de enero de 2015, bastante por debajo del 9.7% de aumento esperado para 

el año. Pero en febrero de este año los ingresos se estancaron y fueron prácticamente iguales a los de un 

año atrás, y por debajo de la meta de recaudación programada para el mes. Con esto se aleja aún más la 

posibilidad de alcanzar los ingresos previstos en el presupuesto del Estado para 2016. En este limitado 

desempeño fue determinante que en estos primeros dos meses del año continuó en el cargo el 

superintendente interino nombrado desde el gobierno pasado, y sin que se hayan adoptado medidas 

concretas para el saneamiento de las redes de corrupción en las aduanas.  

 

3. El nombramiento del nuevo superintendente de la SAT. El 9 de marzo el Presidente de la República 

juramentó al nuevo superintendente de la SAT, un ex funcionario del Ministerio Público que participó en las 

investigaciones por el caso de defraudación aduanera denominado “la línea”. Por su conocimiento de las 

redes de corrupción incrustadas en la entidad, cumple con el perfil idóneo para hacerse cargo de la misma, y  

deberá hacer de inmediato los cambios necesarios para depurar a los cuadros técnicos involucrados. Es de 

esperar que el funcionario tenga la independencia necesaria para integrar su equipo de trabajo, así como 

para realizar las reformas necesarias en la organización para sanearla y fortalecerla.  

 

4. La reforma legal a la SAT debe darle más autonomía. Antes de nombrar al nuevo superintendente, el 

Gobierno dio prioridad a presentar y discutir una propuesta de ley para la reforma de la SAT. Los cambios se 

orientan principalmente al Directorio de la entidad. Si bien es cierto esta instancia no funcionó como 

mecanismo de control y dirección, ello se debió principalmente a la injerencia política ejercida por el 

Ministro de Finanzas Públicas, quien lo preside. De acuerdo con la experiencia de la red de corrupción de “la 

línea”, los dos ex superintendentes ahora en prisión, fueron designados por injerencia directa del ministro 

de turno. Para fortalecer a la SAT se necesita darle más autonomía, y eso implica liberarla de ese factor de 

influencia política que puede responder a otros intereses. El superintendente debiera presidir el Directorio 

de la SAT, así como el presidente del Banco de Guatemala preside la Junta Monetaria.  



Observatorio de la Política Fiscal en Guatemala 
Boletín No. 2 Marzo 2016 

www.fedes.org    2 
 

5. Las nuevas autoridades de la SAT deben participar en la discusión de las reformas a la entidad. Las 

reformas propuestas por el Ejecutivo para la SAT corresponden a la visión del Ministerio de Finanzas 

Públicas, cuyas autoridades buscan mantener control sobre la entidad, al presidir el Directorio. Pero la 

administración tributaria es una función técnica especializada, sobre la cual no necesariamente se tiene el 

conocimiento adecuado desde el ministerio encargado de la política fiscal. Los ministerios son rectores en su 

ramo, pero eso no implica que deban dirigir todas las acciones específicas, principalmente cuando hay 

entidades directamente encargadas de ello, como es el caso de la SAT con la recaudación tributaria. La 

entidad es autónoma y la necesidad es fortalecer su autonomía como se hizo con el Ministerio Público.  

  

6. La meta de recaudación tributaria para 2016 debe ajustarse a la realidad. La meta de recaudación 

programada en el presupuesto del Estado para 2016 fue fijada en 2015 por el Ministerio de Finanzas 

Públicas y la SAT en los meses finales del gobierno anterior. Es una meta que implica un importante 

aumento de los ingresos en relación con el año anterior (9.7%). No solo puede haber una sobreestimación 

de los ingresos esperados, como fue en todos los años de 2012 a 2015, sino que en los primeros dos meses 

de 2016 el desempeño fue muy inferior al crecimiento anual esperado. Posiblemente en los próximos meses 

la situación sea similar, en tanto el nuevo superintendente de la SAT y su equipo de trabajo logran realizar 

los cambios necesarios para recuperar las capacidades de recaudación y fiscalización de la entidad. Por 

tanto, la meta de ingresos para 2016 debiera ser revisada y ajustada a esta realidad.  

 

B. ¿Retomar el Pacto Fiscal?  

 

1. Se retoma el discurso sobre la necesidad del pacto fiscal. El Ministro de Finanzas Públicas ha hecho 

declaraciones públicas en relación con el pacto fiscal. El 14 de marzo se anunció que en el segundo semestre 

de 2016 se hará la convocatoria “para iniciar el proceso que podría llevar a decidir cambios tributarios”.1  En 

ese momento se señaló que se espera contar para 2018 o 2019 con una reforma tributaria que permita 

aumentar los ingresos del Estado. Dos semanas más tarde se hicieron nuevas declaraciones en relación con 

las necesidades de ingresos para el período 2017-2019: “El ministro de Finanzas Públicas informó que hasta 

el momento está en espera el proceso de diálogo respecto a un eventual Pacto Fiscal, pues por ahora la 

prioridad de la cartera a su cargo será definir los recursos que el Estado necesitaría para cubrir las 

necesidades básicas en los próximos años”. 2 Es decir que se insiste en la necesidad de aumentar los 

ingresos, sin antes discutir y decidir sobre la calidad y transparencia del gasto, como ha sido hasta ahora.  

 

2. El pacto fiscal no se refiere solamente al aumento de ingresos fiscales. El pacto fiscal suscrito en el año 

2000 por los distintos sectores económicos y sociales del país, es un conjunto de principios y compromisos 

acerca del monto, origen y destino de los recursos con que debe contar el Estado para cumplir con sus 

funciones. El pacto fiscal define las líneas de acción, los principios rectores y marca la direccionalidad según 

la cual se debe regir la política fiscal de largo plazo. Sus ocho áreas de acción son: balance fiscal, ingresos del 

Estado, administración tributaria, gasto público, deuda pública, patrimonio público, evaluación y control, y 

descentralización fiscal. No obstante esta integralidad de los principios y compromisos en las distintas áreas, 

                                                           
1
 http://elperiodico.com.gt/2016/03/15/economia/convocatoria-para-un-nuevo-pacto-fiscal-se-iniciaria-este-ano/  

2
 http://lahora.gt/minfin-evaluara-presupuesto-2017-previo-a-dialogo-por-el-pacto-fiscal/  

http://elperiodico.com.gt/2016/03/15/economia/convocatoria-para-un-nuevo-pacto-fiscal-se-iniciaria-este-ano/
http://lahora.gt/minfin-evaluara-presupuesto-2017-previo-a-dialogo-por-el-pacto-fiscal/
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los distintos gobiernos se han enfocado en el área de ingresos del Estado, y han dejado de lado las otras, 

principalmente la relativa a la calidad y transparencia del gasto público.  

 

3. Ante las redes de corrupción, la prioridad son las otras áreas del pacto fiscal. El involucramiento de las más 

altas autoridades del gobierno anterior en las redes de corrupción, no solo para la defraudación aduanera, 

sino también para malversar y desviar recursos del presupuesto público, confirma que se debe avanzar 

primero en las otras áreas del pacto fiscal, como la administración tributaria (para sanearla y fortalecerla), y 

la calidad y transparencia del gasto, así como su evaluación y control. Cualquier aumento de impuestos sin 

realizar previamente correctivos en las otras áreas solo servirá para aumentar los recursos que se pierden 

por la corrupción, y no para atender las necesidades sociales.  

 

4. Un acuerdo nacional sobre ingresos fiscales ya no basta para los problemas nacionales. La profundización 

de los múltiples problemas que afectan al país en todos los ámbitos de la realidad, como resultado del 

mayor deterioro político, institucional y social sufrido en las décadas recientes, implica que los distintos 

sectores sociales y económicos del país deben ponerse de acuerdo sobre asuntos más allá de la política 

fiscal. La falta de calidad y cobertura de los servicios básicos de salud, educación, seguridad y justicia no es 

problema reciente, pero ha adquirido características que lo hacen imposible de resolver solo con medidas 

sobre ingresos y gastos. Se requiere una reforma política e institucional profunda que permita erradicar las 

redes de corrupción que han tomado control del sistema de partidos políticos y de las entidades públicas.  

 

C. El gasto y la ejecución presupuestaria 

 

1. La ejecución presupuestaria en el primer trimestre. Al 30 de marzo, el Gobierno ejecutó el 19.4% del 

presupuesto disponible para el año, equivalente a Q13,805.8 millones. Los ministerios que recibieron los 

mayores desembolsos de recursos son los de Educación (23.7% del total del año), Salud Pública (22.9%), y 

Defensa (21.2%). El pago de la deuda pública es otro rubro que absorbió una proporción importante de su 

presupuesto anual (21%). Aunque con menor porcentaje de ejecución (19.5%), el principal destino de los 

recursos es el de las Obligaciones del Estado a cargo del Tesoro, en las cuales se agrupan los traslados de 

fondos a entidades descentralizadas y autónomas, municipalidades del país, y Consejos Departamentales de 

Desarrollo para sus programas de funcionamiento e inversión. Recibieron en el trimestre Q4,643 millones 

(un tercio del total ejecutado en el período).  

 

2. La ejecución presupuestaria refleja las prioridades en el traslado de recursos disponibles. En términos 

prácticos, al margen de cualquier plan de gobierno o documento de políticas públicas, la ejecución 

presupuestaria refleja realmente cuales son las prioridades de gasto establecidas en el presupuesto, y a las 

cuales se asignan los mayores montos de los recursos disponibles. Por el contrario, las entidades con la más 

baja  ejecución presupuestaria son las que reciben la menor prioridad. Es así como al 30 de marzo, el 

porcentaje más bajo de gasto corresponde al Ministerio de Desarrollo Social (2.6% de su presupuesto), y le 

siguen los Ministerios de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda (3.8%), y el de Agricultura, Ganadería y 

Alimentación (8.4%).  Estos ministerios han permanecido prácticamente estancados en estos meses y solo 

gastando en su funcionamiento, principalmente en salarios.  
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3. Ante la insuficiencia de ingresos, deben tomarse decisiones sobre los gastos. Los recursos destinados a 4 

de los 14 ministerios de Estado (Educación, Salud, Gobernación y Defensa), más los correspondientes al 

pago de la deuda pública y a las Obligaciones del Estado a cargo del Tesoro, absorbieron el 93% de la 

ejecución presupuestaria en el primer trimestre. Solo el 7% del gasto fue destinado al resto de ministerios y 

secretarías de la Presidencia. Esta situación pone en evidencia la necesidad de revisar los destinos del gasto 

que se establecen en el presupuesto del Estado, y tomar decisiones sobre cuales entidades, programas y 

proyectos priorizar, y cuales ajustar o eliminar. No es posible pensar en atender las necesidades sociales solo 

con base en el aumento de los ingresos fiscales. La calidad y transparencia del gasto implica eliminar rubros 

no prioritarios, que suelen ser aprovechados para la corrupción y el desperdicio de recursos.  

 

4. La cobertura y calidad de los servicios públicos depende también de la calidad del gasto. La cobertura y 

calidad de los servicios básicos de educación, salud, seguridad y justicia (entre otros) es cada vez más 

deficiente. En esto tiene que ver no solo la limitada disponibilidad de ingresos del Estado, sino también la 

falta de calidad y transparencia del gasto público. Por ello resulta indispensable que antes de insistir en el 

pacto fiscal para buscar el aumento de ingresos, se deben retomar los principios y compromisos orientados 

a propiciar el uso más eficiente y efectivo de los recursos disponibles, así como a recuperar las capacidades 

de recaudación y fiscalización de la SAT.  

 

5. La readecuación presupuestaria solicitada por el gobierno se ha rezagado. El gobierno presentó una 

propuesta de reforma al presupuesto del Estado aprobado para 2016, con el objetivo de contar con más 

flexibilidad en el uso de los recursos de la deuda pública autorizada para el año. El Legislativo estableció que 

el monto total de bonos del Tesoro debía colocarse en dos tramos de 50% cada uno, y un tramo en cada 

semestre. La solicitud gubernamental es para que el monto total de la deuda del año se pueda negociar 

desde los primeros meses.  La Comisión de Finanzas Públicas del Congreso ha dado dictamen favorable a la 

propuesta, pero falta contar con los votos para su aprobación en el pleno. 3 

 

6. El gobierno también busca que le autoricen endeudamiento adicional. En la readecuación presupuestaria 

solicitada, el gobierno además pidió que se le permita aumentar el monto total de deuda por medio de 

bonos del Tesoro por Q1,633 millones para cubrir asignaciones presupuestarias de distintas entidades. Se 

argumenta que los recursos previstos para financiar estas asignaciones corresponden a préstamos externos 

destinados a otros objetivos, por lo que no es posible usarlos, y por ello solicitan el nuevo endeudamiento. 

La Comisión de Finanzas Públicas del Congreso ha rechazado la solicitud, y el dictamen aprobado indica que 

los bonos por Q1,710 millones autorizados para financiar las deficiencias netas del Banco de Guatemala (por 

el costo de la política monetaria), puedan ser reorientados para otros gastos, de tal manera que se 

mantendría el mismo monto de bonos del Tesoro del presupuesto aprobado.  

 

D. Perspectivas para 2016 

 

1. El panorama en el Legislativo parece complicado para aprobar las reformas del Ejecutivo. Aunque el 

partido de gobierno ha logrado conformar una bancada numerosa en el Legislativo, el haberlo hecho a base 

                                                           
3
 Prensa Libre, 1 de abril de 2016.  
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del transfuguismo le genera tensiones que le dificultan actuar efectivamente para buscar la aprobación de 

las reformas solicitadas por el Ejecutivo, tanto al presupuesto 2016 como a la SAT. El Legislativo en su 

conjunto tampoco ha actuado favorablemente para los intereses nacionales en estos meses, como se 

evidencia en el amplio rechazo a las reformas aprobadas a la ley electoral  y de partidos políticos. Por tanto, 

ni el partido de gobierno ni los de oposición cuentan con la credibilidad y respaldo social suficientes, como 

para impulsar una agenda legislativa que implique aumentar el endeudamiento público en este año (sin 

asumir el desgaste político respectivo), ni para hacer reformas a la SAT que generen confianza en los 

distintos sectores económicos y sociales.  

 

2. De no aplicarse recortes de gasto en rubros no prioritarios, los servicios básicos seguirán colapsados. En el 

corto plazo, al menos durante el segundo trimestre, no parece  factible que vaya a lograrse un aumento de 

ingresos fiscales, ya sea provenientes de la recaudación tributaria o del endeudamiento público. En el caso 

de la SAT porque tomará al menos unos meses sanear la entidad y recuperar sus capacidades. Y seguir 

dependiendo del endeudamiento para aumentar el gasto público implicará mayores restricciones para el 

futuro, porque cada vez aumenta más el porcentaje de recursos que se debe destinar al pago de estas 

obligaciones. Por ello es urgente tomar decisiones sobre recortes de gasto en entidades, programas y 

proyectos no prioritarios. No se trata de hacer ajustes generalizados que afecten a todas las entidades por 

igual, sino de hacer una revisión de las prioridades de gasto, y prescindir de los rubros que no brindan 

beneficios a la población. Es un esfuerzo que requiere voluntad política y acciones conjuntas del Ejecutivo y 

del Legislativo.  

 

3. La posibilidad de lograr acuerdos para aumentar impuestos requiere avances previos en otras áreas. El 

anuncio oficial para convocar a un diálogo para definir opciones que permitan aumentar los ingresos 

fiscales, solo tendrá amplia aceptación si previamente el gobierno y el partido oficial tienen la voluntad 

política suficiente para demostrar con claridad avances reales en la mejora de la transparencia y la calidad 

del gasto público. Las acciones realizadas en el primer trimestre no apuntan en esa dirección. Es evidente un 

importante esfuerzo para tratar de mantener públicamente una imagen positiva de los gobernantes, pero 

no para corregir los principales problemas que afectan la prestación de los servicios básicos para la 

población. La credibilidad de las autoridades se irá minando gradualmente si al cabo de algunos meses no se 

realizan acciones concretas en este sentido. Las declaraciones de buena voluntad que predominan hasta 

ahora serán cada vez menos efectivas.  

 

4. La formulación del presupuesto del Estado para 2017 debiera ser el primer paso para cambiar la inercia 

del gasto. Se ha iniciado el proceso de formulación del presupuesto del Estado para el año 2017. Las 

primeras acciones consisten en estimar el crecimiento económico que podría alcanzarse el año siguiente. 

Sobre esta base se proyecta la recaudación tributaria factible de lograr con la legislación vigente y el 

desempeño estimado para la economía. Por el lado del gasto, el reto debiera ser redefinir prioridades en 

función de necesidades sociales, y empezar la discusión sobre la reorientación de recursos que podría 

hacerse para financiar los rubros más prioritarios. A manera de ejemplo, el financiamiento para fondos 

sociales y Consejos Departamentales de Desarrollo con ingresos provenientes del  IVA (el llamado IVA-PAZ) 

fue establecido hace 20 años. Parece momento apropiado para revisar los resultados alcanzados y evaluar 

nuevas opciones para financiar en función de la realidad actual.  


